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Introducción

La idea de Derecho que defiende el socialismo del siglo xxi está expuesta en 
un trabajo de Delgado Ocando1, según el cual toda la interpretación de la 
norma jurídica debe estar al servicio de la revolución. En realidad, se trata de 
poner el sistema jurídico al servicio de un supuesto «proyecto» que solo de-
fiende una minoría que pretende perpetuarse en el poder. Esto ha permitido 
que a través de decisiones judiciales se restrinjan los derechos ciudadanos, lo 
cual se evidencia en la interpretación del Código Orgánico Procesal Penal, 
como expondré en este trabajo.

*	 Universidad Católica Andrés Bello, Abogado summa cum laude; Magister en Ad-
ministración de Empresas, profesor. Universidad Central de Venezuela, Licenciado 
en Letras magna cum laude; Doctor en Derecho; Profesor Titular jubilado.
Este trabajo fue inicialmente preparado para las xiv Jornadas de Derecho Procesal 
Penal organizadas por la UCAB. Dichas jornadas no pudieron tener lugar en vista de 
las protestas realizadas en Caracas en el año 2017. Esta es una versión corregida  
de la que elaboré en esa oportunidad.

1	 Delgado Ocando, José: «Revolución y Derecho». En: Estudios sobre la Constitución. 
Libro homenaje a Rafael Caldera. Tomo iv. UCV. Caracas, 1979, pp. 2595-2600.
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Para demostrar lo señalado me voy a referir, en primer lugar, a la idea de De-
recho que se ha desarrollado en Venezuela en tiempos recientes. En segundo 
lugar, reflexionaré sobre el positivismo y el iusnaturalismo, como escuelas 
del pensamiento jurídico que cohabitan en Venezuela, pero que han sido dis-
torsionadas por el marxismo jurídico. En tercer lugar, me referiré a los prin-
cipios constitucionales que rigen el proceso penal. En cuarto lugar, describiré 
los principios concretos que recoge el Código Orgánico Procesal Penal, para, 
finalmente, consignar mis conclusiones.

1. La idea de Derecho

La idea del Derecho es «notoriamente conservadora», afirma Lloyd en su 
trabajo clásico sobre la idea del Derecho2. Añade que la idea de Derecho en 
una sociedad determinada, como una democracia social, no siempre marcha 
al compás de la evolución de los movimientos sociales que emergen de esa 
sociedad3. Esta visión conservadora de la ciencia jurídica se ha observado en 
Venezuela en la doctrina y jurisprudencia. En el Derecho venezolano ha pre-
valecido la visión del gran maestro vienés Hans Kelsen con su Teoría pura 
del Derecho, es decir, una teoría del Derecho positivo en general, sin atender 
un ordenamiento en particular. la que ha dominado el escenario jurídico ve-
nezolano. Sin embargo, por influencia de Ronald Dworkin, Robert Alexi y 
Gustavo Zagrebelsky se ha revisado la tesis kelseniana para llevar la tarea de 
interpretar el Derecho más allá de la norma jurídica. Se le ha dado fuerza al 
tema de los principios como elemento relevante en la interpretación del De-
recho. De esta manera se aprecia una evolución del positivismo jurídico hacia 
una visión iusnaturalista, en algunos casos moderada, como la que repre-
sentan los tres juristas mencionados, y la que pretendo justificar.

Bueno es advertir que se ha impuesto la moda de señalar al positivismo 
como culpable de nuestros males jurídicos4, como quedó evidenciado en los  

2	 Lloyd, Dennis: The Idea of Law. Penguin. Londres, 1991, p. 327.
3	 Ídem.
4	 Vid. Tosta, María Luisa: Evolución reciente del Derecho venezolano. UCV. Caracas, 

2007, p. 10.



debates realizados en la Asamblea Nacional Constituyente que elaboró la 
Constitución de 1999. Sin embargo, el asunto debe verse con prudencia, 
porque la solución que propongo es ver en el iusnaturalismo un método para 
completar el positivismo, lo que señalaré más adelante.

La Constitución venezolana se aparta del positivismo kelseniano y se incor-
pora en el esquema del iusnaturalismo. Así está señalado en la Exposición de 
Motivos: «la Constitución amplía conceptualmente la protección de los dere-
chos humanos con una marcada influencia ius naturalista»5. Se trata de dejar 
de lado aquello que los constituyentes denominaron «la idea de derecho do-
minante ya deslegitimada»6, porque de lo que se trataba es de imponer el 
esquema marxista de interpretación del Derecho.

Esta nueva idea de Derecho a que aluden los promotores de ese cambio de 
paradigma es la recogida en las obras de Delgado Ocando7. En efecto, señala 
este exmagistrado chavista que: «Con razón se ha dicho que el Derecho es una 
técnica normativa puesta al servicio de una política, y que la interpretación es 
un esfuerzo de racionalización de la función judicial al servicio del proyecto 
político prevalente»8. Delgado Ocando fue la fuente intelectual de la jurispru-
dencia inicial del chavismo. No pretendo aquí personalizar mis críticas en Del-
gado Ocando, sino resaltarlo como líder ideológico y mejor expositor de las 
razones –si es que las hay– que inspiran toda la jurisprudencia de la Sala Cons-
titucional, dictada para someter a la Asamblea Nacional y a los venezolanos.

Además del texto citado en el párrafo anterior, hay otros dos trabajos de Del-
gado Ocando que dialogan entre sí. En primer lugar, su trabajo titulado «Re-
volución y Derecho»9; y, en segundo lugar, su discurso de apertura del año 
judicial del 11 de enero de 2001. En el primero de los textos mencionados,  

5	 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, publicada en Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela N.º 5453 extraordinario, 24-03-00.

6	 Gaceta Constituyente. Imprenta del Congreso de la República. Caracas, 2000, p. 24.
7	 Lo señalado en el texto está tomado, con modificaciones, de mi artículo publicado en: 

El Nacional digital del 16-02-17.
8	 Delgado Ocando, José: Estudios de Filosofía del Derecho. TSJ. Caracas, 2003, p. 717.
9	 Delgado Ocando: ob. cit. («Revolución y Derecho»), pp. 2595-2600.
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el autor hace un análisis marxista y autoritario de la ciencia jurídica. En ese 
sentido, destaca que el Derecho debe ser puesto al servicio de la «revolu-
ción» y formula declaraciones como la que se cita a continuación: «Ética de la 
revolución significa en este contexto que el Estado debe ajustarse al programa 
de la nueva hegemonía (…) No obstante, el contexto internacional hegemó-
nico ha conseguido un grado tan grande de organización y eficacia que 
el hecho revolucionario requiere muchas veces un uso sobranero (sic) de 
la violencia política (…) En todo caso, el nuevo orden no puede retroceder 
en el uso de la fuerza política, so pena de que la revolución fracase»10. Este 
fragmento del texto, que parece escrito por Lenin y no por un jurista libre de 
dogmas, es suficiente para entender que el marxismo jurídico privilegia los in-
tereses de la «nueva hegemonía» (PSUV) y que justifica el uso de la «violencia 
política» para garantizar el éxito de la «revolución».

Una vez investido como magistrado de la Sala Constitucional, en el mencio-
nado discurso de apertura del año judicial del 2001, Delgado Ocando dejó 
claro cómo trabaja un juez chavista; y ratificó su tesis de que la interpretación 
del Derecho debe ponerse al servicio de un proyecto político. En efecto, de 
acuerdo con la tesis del entonces magistrado, la elaboración jurídica llevada 
a cabo por las jurisprudencias del máximo tribunal «son desarrollos inéditos 
de una filosofía del Derecho Constitucional, que ha ofrecido al proceso cons-
tituyente un esfuerzo sin precedentes para permitir el ejercicio de la sobe-
ranía popular sin censuras normativas». A lo largo de su discurso, el orador 
usa dos palabras distintas pero claves para la exposición de su opinión, y, 
en consecuencia, de su postura político-ideológica: «proceso» y «proyecto». 
Cuando emplea la voz «proceso», lo hace para referirse a todo el íter jurídico 
recorrido desde la discutible –por las consecuencias que produjo– sentencia 
de la Sala Política Administrativa de la extinta Corte Suprema de Justicia11, 
que declaró el carácter originario y, por lo tanto, plenipotenciario del proceso 
constituyente, en abierta violación de la Constitución de 1961. Cuando usa 

10	 Ibíd., p. 2598.
11	 CSJ/SPA, sent. N.º 17, del 19-01-99. Véase en esta misma obra Varela Cáceres, 

Edison Lucio: «La supremacía constitucional y la supuesta supraconstitucionalidad», 
pp. 347 y ss. [nota del editor].



la palabra «proyecto», lo hace para hacer alusión al carácter político y pro-
gresista del mismo; y en este punto, no vacila en darle su respaldo. Aunque 
inicialmente era algo ambiguo, el llamado «proyecto» se refería a los inte-
reses políticos de Hugo Chávez. Más recientemente, el mismo corresponde al 
«Plan de la Patria». La evidencia lingüística deja ver que, lamentablemente, 
estamos ante la sumisión de un Tribunal Supremo a una ideología política, lo 
cual ha superado cualquier experiencia del pasado.

La evolución de las sentencias de la Sala Constitucional a favor del proyecto 
revolucionario ha ido en franco deterioro. Los más recientes fallos, prepa-
rados con una rapidez vertiginosa, además de ramplones, padecen de fallas 
lingüísticas y metodológicas: están salpicados de transcripciones y citas tex-
tuales que no guardan conexión con lo que se pretende razonar. Como buen 
ejemplo de esto, podemos citar la sentencia de la Sala Constitucional12, en la 
cual se declaró –como pronunciamientos al margen de lo solicitado, obiter 
dictum– la ilegitimidad de la elección de la nueva junta directiva de la Asam-
blea Nacional, porque la misma se encontraría en «desacato», y se solicitó a 
la Contraloría y Procuraduría General de la República y al Ministerio Pú-
blico que ejercieran las actuaciones que correspondieran, lo que se amolda 
al concepto de «violencia política» al cual se refería Delgado Ocando en el 
mencionado trabajo «Derecho y revolución». Esta decisión se fundamenta en 
«citas de autoridad», de Wikipedia y se apoya en un «autor» que no es reco-
nocido en Venezuela, ni en ninguna parte. Recurrir a Wikipedia como fuente 
bibliográfica no es recomendado en las investigaciones jurídicas –ni en las 
académicas–, porque, aunque esta página puede ser útil para el conocimiento 
en general sobre algún tema, no tiene la rigurosidad científica necesaria en 
el ámbito que nos ocupa –el jurídico–, en el que siempre debe acudirse a la 
fuente original y no a referencias de segunda mano. La decisión que comento 
contiene párrafos ininteligibles que delatan la premura y la falta de reflexión 
con la que se elaboran actualmente estas sentencias políticas.

Aquellos fallos, de la autoría de Delgado Ocando, eran de inspiración mar-
xista, pero respetaban las reglas metodológicas del Derecho y de la lengua. 

12	 TSJ/SC, sent. N.º 7, del 26-01-17.
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Lo que pone de relieve que ahora lo que les interesa es apoyar al Gobierno 
sin miramientos metodológicas o lingüísticos, es decir, que el Derecho está 
al servicio de la «revolución» a través de la jurisprudencia autoritaria. Para ello 
han extendido la idea del Derecho y no se limita a la norma jurídica y a los 
principios jurídicos, sino a cualquier argumento político o ideológico que per-
mita sostener el plan socialista recogido en el «plan de la patria». La realidad 
es que estamos cosechando lo que se sembró bajo el liderazgo intelectual 
de Delgado Ocando. Aquí conviene recordar a Lewis Carroll quien, en su 
libro: A través del espejo y lo que Alicia encontró allí, señaló: «Cuando uso 
una palabra ella significa exactamente lo que decido que signifique; ni más ni 
menos. La cuestión es quien es el que manda; eso es todo». En nuestro caso, 
el que manda es el «proyecto político prevalente».

Lo anterior viene a cuento, en vista de que, si vamos a referirnos a los princi-
pios constitucionales y procesales que rigen el proceso penal, debemos verlos 
dentro del contexto en el cual se van a aplicar: un sistema de radical someti-
miento del Poder Judicial a un proyecto político, dirigido desde el Ejecutivo 
y de inspiración marxista-leninista. Solo así puede entenderse la utilización 
de la justicia penal para sacar del juego a dirigentes políticos con arraigo  
popular, como sucede, entre otros, con Leopoldo López.

2. El positivismo vs. el iusnaturalismo

De lo dicho hasta ahora tenemos13 que desde la vigencia de la Constitución de 
1999 se repotencia la comparación entre el positivismo y el iusnaturalismo, 
como escuelas para resolver los asuntos jurídicos. Esto tiene relación con los 
métodos del razonamiento jurídicos.

Pues bien, el razonamiento del abogado en sede civil o penal forma parte del 
razonamiento jurídico en general. En relación con esta materia es necesario 
referirse a un trabajo clásico de la doctrina estadounidense. Se trata del libro 

13	 Véase mi libro: Reflexiones sobre el razonamiento jurídico en el sistema de casación 
venezolano. Legis. Caracas, 2012, p. 178-181, de donde he tomado lo que señalo en 
el texto.



de Morris, titulado Cómo razonan los abogados14, el cual fue comentado por 
la doctrina nacional15 para destacar que el razonamiento jurídico es proble-
mático y práctico16, y que es tarea del abogado la resolución de problemas.

El tema nos pone de frente al problema del método del razonamiento jurí-
dico. Se suele sostener que el razonamiento es deductivo. Sin embargo, esta 
visión debe ser revisada, puesto que las más de las veces el razonamiento es 
inductivo: a partir del hecho concreto, se inicia el recorrido para conectar el 
hecho con una norma, con un principio o con un precedente.

Antes de ilustrar lo indicado en el párrafo que antecede, debemos responder 
a la pregunta siguiente: ¿A cuál línea de pensamiento jurídico adscribe el in-
térprete? ¿Al positivismo o al iusnaturalismo? También debe aclararse si el 
razonamiento jurídico es deductivo o es, más bien, inductivo y, por último, si 
la sentencia se reduce a un silogismo integrado por una premisa mayor, una 
menor y una conclusión. La respuesta a las tres interrogantes anteriores nos 
llevarán a posiciones diferentes en materia de razonamiento jurídico.

El positivista jurídico se conecta con dos esquemas de razonamiento: el silo-
gismo y la deducción. Es formalista y tiene una tendencia a cierta rigidez en 
el razonamiento y no suele admitir la posibilidad de estar equivocado. Tiene 
una tendencia a ser dogmático, rígido e inflexible. El iusnaturalista, por su 
parte, tiene un espacio mayor porque puede ponderar los principios jurídicos 
con más flexibilidad. Por eso, cuando, por ejemplo, se pondera un principio 
constitucional, el iusnaturalismo, en mi opinión, es un complemento nece-
sario al positivismo. Tiene una tendencia al antiformalismo y privilegia el 
principio de la realidad sobre la forma y la búsqueda de la verdad, como lo 
predica el artículo 13 del Código Orgánico Procesal Penal.

14	 Morris, Clarence: How Lawyers think. Harvard University Press. Cambridge, 1937. Hay 
traducción al castellano, por María Antonia Baralt (Editorial Limusa. México, 1999).

15	 Delgado Ocando, José Manuel: «¿Cómo razonan los abogados?». En: Libro hom-
enaje a Fernando Parra Aranguren. Tomo i. UCV. Caracas, 2001, pp. 203-208 (repro-
ducido en: Delgado Ocando: ob. cit. (Estudios de Filosofía del Derecho), pp. 43-50).

16	 Vid. Petzold-Pernía, Hermann: «Sobre la naturaleza de la metodología jurídica».  
En: Frónesis. Revista de Filosofía Jurídica, Social y Política. LUZ. Maracaibo, 2008, 
pp. 130-132.
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Pese a que el iusnaturalismo está recibiendo adherentes, la mejor doctrina na-
cional formula críticas a esta tendencia17. En especial se resalta que hay cierta 
confusión en estos defensores del Derecho natural porque «el pensamiento 
iusnaturalista en nuestro medio no ha logrado desarrollar una metodología 
coherente con sus postulados filosóficos, por lo que incluso los juristas que 
adoptan dichas ideas tienden a analizar la realidad normativa por medio de 
herramientas típicas de una perspectiva positivista»18. En esta misma línea, 
se había formulado como ejemplo el caso de Luis Sanojo, quien se proclama 
iusnaturalista, pero luego utiliza métodos de razonamiento propios del po-
sitivismo19. Esto lleva acertadamente a Tosta afirmar que, si bien Sanojo se 
proclama como iusnaturalista, sin embargo, el método utilizado en toda su 
obra es enteramente positivista20.

Tal vez sea conveniente exponer algunas ideas que permitan aclarar lo que pre-
tendo exponer21. En verdad este asunto se puede resolver definiendo la idea del 
Derecho que se tiene. Así, si se admite que el Derecho no es solo la norma 
jurídica, sino que abarca otros conceptos: los principios jurídicos, la doctrina  

17	 Vid. Delgado, Francisco: La idea de Derecho en la Constitución de 1999. UCV.  
Caracas, 2008, pp. 104-115.

18	 Ibíd., p. 106.
19	 Vid. Tosta, María Luisa: «La Filosofía del Derecho y la doctrina venezolana». En: 

Ensayos de Filosofía del Derecho. UCV. Caracas, 2005, pp. 24-26. Véase igualmente 
y de la misma autora: Lo racional y lo irracional en el Derecho. UCV. Caracas, 2009, 
p. 192.

20	 Dice así la profesora Tosta: ob. cit. («La Filosofía del Derecho…»), p. 25, «De modo 
que comienza diciendo (Sanojo) que los ejecutores de la ley no deben aplicarla cuando 
contraría al Derecho natural y luego dice que, conocido el sentido de la ley, hay que  
observarla puntualmente, por encima de todo, aun si se opone a la equidad o a la razón. 
El positivismo contenido en la última cita (transcrita antes en el texto del trabajo) parece 
reflejar mejor la ubicación de este autor si se tiene en cuenta el método de trabajo que 
adopta en la obra comentada (Comentarios al Código de Procedimiento Judicial) y en 
las obras que escribe a lo largo de su vida» (paréntesis añadidos).

21	 Desde luego que dejamos para otra oportunidad el desarrollo de la tesis que expone-
mos, puesto que no es objeto de este trabajo refutar la tesis de los positivistas. Tan 
solo pensamos que el método del iusnaturalista puede ser tomado de iuspositivismo. 
Lo que ocurre es que hay una tercera vía (Dworkin) que tiene una idea del Derecho 
más amplia que la que tienen los positivistas.



jurídica y las máximas de experiencia, tendríamos que el campo de análisis de 
interpretación se amplía.

Entonces podríamos usar un ejemplo para demostrar que hay áreas de inter-
pretación que se fundamentan i. en el iusnaturalismo y ii. que entrañan que 
el razonamiento jurídico es inductivo-deductivo y no al revés. En los casos 
complejos es difícil encontrar enlazar el hecho concreto en el supuesto abs-
tracto de una norma jurídica, sino que más bien hay que enlazar el hecho con 
algún principio jurídico o con una máxima de experiencia. Esto ocurre en los 
casos constitucionales como, por ejemplo, cuando se trata de la violación de 
algún derecho fundamental del ser humano. Esto está ocurriendo constante-
mente en la Venezuela de los años recientes.

Lo anterior nos permite indicar que la discusión entre el positivismo y el ius-
naturalismo se puede ver desde una visión práctica. En efecto, si la norma ju-
rídica permite resolver un asunto concreto, este se resolverá aplicando dicha 
norma. Al contrario, si el método positivista no permite resolver el caso con-
creto, entonces se podrá apelar a los principios, máximas de experiencia y los 
valores reconocidos como tales. No en balde el artículo 4 del Código Civil 
autoriza aplicar los principios jurídicos en aquellos casos en los cuales no hay 
una norma jurídica para resolver el problema específico. Por eso la visión 
iusnaturalista moderada es más flexible que el positivismo extremo.

El Código Orgánico Procesal Penal, por su parte, admite el control de la consti-
tucionalidad en su artículo 19 y señala que los jueces deben velar por «la inco-
lumidad de la Constitución», y que, si encuentran que una ley colide con ella, 
deben atenerse a la norma constitucional. Esto quiere decir que el juez penal 
debe, en estos casos, ponderar un principio constitucional –o varios– para de-
terminar si la norma colide con ellos; y la ponderación de principios es espacio 
del iusnaturalismo.
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3. La tutela judicial efectiva

Este concepto es de raigambre española y está estrechamente vinculado con 
las reglas procesales que recoge la Constitución y leyes. La Constitución espa-
ñola, en su artículo 24.1, lo dice así: «Todas las personas tienen derecho a ob-
tener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos 
e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión».

El derecho de tutela judicial efectiva alude al acceso a la justicia e involucra 
a otros principios que son: a. el derecho de acceso a los tribunales; b. el de-
recho a la efectividad de las decisiones judiciales; y, c. el derecho al ejer-
cicio a los recursos previstos en la ley22. Pese a lo sostenido, es notorio que 
el acceso a la justicia está limitado en el área penal para los opositores. Por 
ejemplo, cuando a Leopoldo López le siguen un juicio sobre la base de delitos 
inexistentes, como lo son los delitos lingüísticos, se le está negando un juicio 
imparcial y con ello se le viola la tutela judicial efectiva, al violarse, también, 
su derecho a la defensa, por el desequilibrio procesal implicado en su caso.

4. Principios procesales

En esta sección23, voy a referirme, en primer lugar, a los principios recogidos 
en la Constitución para, en segundo lugar, reflexionar sobre los principios es-
pecíficos plasmados en el Código Orgánico Procesal Penal. En lo que atañe  
a los principios constitucionales hay que examinar el principio del debido 
proceso y el derecho a ser juzgado por el juez natural.

4.1. Principios constitucionales
Los principios constitucionales están recogidos en los artículos 26, 49 y 257 
de la Constitución. Estos principios consagran las garantías procesales de 

22	 Picó i Junoy, Joan: Las garantías constitucionales del proceso. Bosch. Barcelona, 
1997, p. 40.

23	 Parte de esta sección está tomada de mi libro titulado: La motivación de la sentencia 
y su relación con la argumentación jurídica. Academia de Ciencias Políticas y Sociales. 
Caracas, 2001, pp 135-139.



un Estado democrático, con un Poder Judicial confiable, independiente e 
idóneo. No se pueden aplicar en un sistema totalitario, sin separación de po-
deres y sin autonomía judicial. Así, por ejemplo, la presunción de inocencia, 
que es un principio recogido en el artículo 49.2 de la Constitución se invierte 
en aquellos casos que involucran a un opositor político. Pese a que la tutela 
judicial efectiva (artículo 26) y el debido proceso (artículo 49) consagran un 
elenco de principios procesales, me voy a referir –insisto– al debido proceso 
y al juez natural, en vista de que el Código Orgánico Procesal Penal contiene 
otros principios que son parte de los señalados.

4.1.1. El debido proceso
El debido proceso24 es «el concepto aglutinador de lo que se ha llamado el 
Derecho Constitucional Procesal»25. Como principio constitucional, alude a 
la suma de los derechos y garantías procesales consagradas en la Constitu-
ción que le permiten al justiciable obtener una justicia pronta y efectiva. El 
mismo ha sido considerado por una importante doctrina nacional como con-
cepto indeterminado «que lleva dentro de sí el sentido de lo razonable, el 
proceso debido siempre ha de ser razonable»26. De manera que no se puede 
cerrar el contenido de lo que es el debido proceso, sino que el mismo debe 
atender a un elenco de garantías procesales como, por ejemplo, la celeridad 
procesal, la motivación, la congruencia, la transparencia, el juez natural, 
proceso sin formalismos inútiles, la independencia del juez, el derecho a 
la defensa, la presunción de inocencia, el principio de la publicidad y otros  
similares, que están listados también en el Código Orgánico Procesal Penal.

El principio del debido proceso es recogido de la lectura de los artículos 26 y 
49 de la Constitución y se trata de un principio macro que está integrado por 

24	 Ibíd., pp. 135 y ss. El concepto del debido proceso y del juez natural están tomado del 
libro señalado, con cambios.

25	 Esparza Leibar, Iñaki: El principio del proceso debido. Bosch. Barcelona, 1995,  
p. 242.

26	 Planchart Manrique, Gustavo: «Reflexiones sobre el control de la constituciona
lidad y la intepretación constitucional». En: Boletín de la Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, N.os 119-120. Discurso de Incorporación a la Academia de Cien-
cias Políticas y Sociales. Caracas, 1990, p. 32 (separata).
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una serie de derechos y subprincipios. Al mismo tiempo está también plas-
mado en el artículo 12 del Código Orgánico Procesal Penal27. El artículo 49 
consagra esos derechos y garantías de la manera siguiente:

i. El derecho a la defensa (ordinal 1); ii. la presunción de inocencia (or-
dinal 2); iii. derecho a ser oído por un tribunal competente, independiente 
e imparcial establecido con anterioridad (ordinal 3); iv. derecho al juez 
natural (ordinal 4); v. derecho a no ser constreñido a confesar contra sí 
mismo y el principio de la validez de la confesión solo si es hecha sin 
coacción (ordinal 5); vi. principio nullum crimen nulla poena sine lege 
(ordinal 6); vii. principio non bis in idem (ordinal 7), y viii. derecho a  
obtener reparación del Estado por los errores judiciales (ordinal 8).

Se observa que desde el ordinal 2 hasta el 7 se refiere a garantías en el pro-
ceso penal, que son burladas por el Poder Judicial chavista cuando se trata de 
enjuiciar a estudiantes y líderes opositores. Los otros elementos del concepto 
debido proceso se extraen del artículo 26 de la Constitución y son la tutela ju-
dicial efectiva, la celeridad procesal, la prohibición de formalismos inútiles. 
El principio de la motivación y de la congruencia de las decisiones judiciales 
se encuentra inmersos en el concepto de justicia «imparcial, idónea, transpa-
rente, autónoma, independiente y equitativa». Desde luego, la transparencia 
e idoneidad de la decisión se encuentran en la motivación y congruencia de 
la misma, pues estos son los requisitos que permiten evitar la arbitrariedad.

En cuanto a las condiciones que debe reunir el juez, señala que este debe ser 
idóneo, imparcial e independiente. La importancia concedida a esta exigencia 
es esencial para garantizar la imparcialidad. De ello se deduce que, si un juez 
es militante de algún partido político o está influido por relaciones de interés 
grupal o económico, no es imparcial y, por tanto, no garantiza el debido proceso.

27	 «La defensa es un derecho inviolable en todo estado y grado del proceso. Corres
ponde a los jueces y juezas garantizarlo sin preferencias ni desigualdades. Los jueces 
y juezas, y demás funcionarios y funcionarias judiciales no podrán mantener, di-
recta o indirectamente, ninguna clase de comunicación con alguna de las partes o sus 
abogados o abogadas, sobre los asuntos sometidos a su conocimiento, salvo con la 
presencia de todas ellas».



El principio nullum crimen nulla poena sine lege contenido en el artículo 
49.6 de la Constitución, implica una norma de clausura que impide a los 
jueces penales crear tipos delictuales. El margen de interpretación está diri-
gido a los hechos. Por eso, el proceso de razonamiento de los jueces penales 
es básicamente inductivo. En este sentido, el proceso por el cual se condenó a 
Leopoldo López está basado en la creación de un tipo delictivo, el delito lin-
güístico, porque se interpretaron sus actos del habla para inducir la comi
sión de un delito que no está previsto en la ley. Este es el camino para la 
creación de delitos políticos, es decir, figuras delictivas creadas jurispruden-
cialmente para perseguir a opositores28.

4.1.2. El juez natural
De acuerdo con el artículo 7 del Código Orgánico Procesal Penal todo per-
sona tiene derecho a ser juzgada por su juez natural29 y queda desterrada la 
posibilidad del juzgamiento por tribunales ad hoc, o que a un civil se le en-
juicie por la vía militar. Pese a esto, ahora enjuician a los opositores por «trai-
ción a la patria», lo que lleva el juzgamiento de civiles por jueces militares.

En adición a la norma del Código Orgánico Procesal Penal, la Constitución 
en sus artículos 26 y 49 diseña la figura del juez natural. En efecto, la Sala 
Constitucional30 definió el concepto de juez natural de acuerdo con lo que 
aluden los artículos 26 y 49 de la Constitución. En este sentido, el concepto 
de juez natural está predeterminado por la ley y, por lo tanto, define como  
requisitos para ser juez, los que se señalan a continuación:

1. Ser independiente, en el sentido de no recibir órdenes o instrucciones de 
persona alguna en el ejercicio de su magistratura; 2. ser imparcial, lo cual 

28	 En lo que atañe a figuras jurídicas creadas para perseguir políticamente a opositores, 
se puede citar el uso de la palabra «desacato» para anular a la Asamblea Nacional.

29	 La norma es del tenor siguiente: «Toda persona debe ser juzgada por sus jueces o 
juezas naturales y, en consecuencia, nadie puede ser procesado ni juzgado por jueces 
o juezas, o tribunales ad hoc. La potestad de aplicar la ley en los procesos penales 
corresponde, exclusivamente, a los jueces y juezas, y tribunales ordinarios o espe-
cializados establecidos por las leyes, con anterioridad al hecho objeto del proceso».

30	 TSJ/SC, sent. N.º 144, del 24-03-00.
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se refiere a una imparcialidad consciente y objetiva, separable como tal de 
las influencias psicológicas y sociales que puedan gravitar sobre el juez y 
que le crean inclinaciones inconscientes. La transparencia en la adminis-
tración de justicia, que garantiza el artículo 26 de la vigente Constitución 
se encuentra ligada a la imparcialidad del juez. La parcialidad objetiva de 
éste, no solo se emana de los tipos que conforman las causales de recusa-
ción e inhibición, sino de otras conductas a favor de una de las partes; y 
así una recusación hubiese sido declarada sin lugar, ello no significa que la 
parte fue juzgada por un juez imparcial si los motivos de parcialidad exis-
tieron, y en consecuencia, la parte lesionada careció de juez natural; 3. tra-
tarse de una persona identificada e identificable; 4. preexistir como juez, 
para ejercer la jurisdicción sobre el caso, con anterioridad al acaecimiento 
de los hechos que se van a juzgar es decir, no ser un tribunal de excepción; 
5. ser un juez idóneo, como lo garantiza el artículo 26 de la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela; de manera que en la especialidad 
a que se refiere su competencia, el juez sea apto para juzgar; en otras pala-
bras, sea un especialista en el área jurisdiccional donde vaya a obrar (…) y, 
6. que el juez sea competente por la materia.

En relación con este tema, conviene, aunque sea brevemente, comentar 
los elementos que integran el referido concepto de juez natural, sobre todo 
porque algunos de ellos no son fáciles de constatar a priori. Veamos por qué:

Cuando se hace referencia a la independencia del juez, en el sentido de no re-
cibir órdenes o instrucciones de nadie, estimo que se está ante una exigencia 
de alta dificultad probatoria, puesto que ese comportamiento solo puede evi-
denciarse con la conducta del juez; conducta que debe analizarse por medio de 
criterios lógicos y argumentativos, para lo cual la sana crítica es fundamental. 
Así, por ejemplo, cuando se está ante un Tribunal Supremo que decide cons-
tantemente las causas a favor del Gobierno, dictando sentencias para conso-
lidar una dictadura, como ocurre en Venezuela con las sentencias N.os 155, 
156, 157 y 158 del año 2017, en los casos solicitados por el PSUV, y en vista 
de los errores de derecho que comenten sin pudor, es una clara evidencia de 
su falta de independencia.



Relacionado con el concepto de independencia tenemos el de imparcialidad, 
el cual define un comportamiento que se evidencia con la calidad de la mo-
tivación de las decisiones judiciales. El modo de definir la imparcialidad del 
juez está en medir la transparencia de la motivación, la cual permite despojar 
la decisión judicial de la carga subjetiva.

El tercer y cuarto requisito, es decir, aquellos que señalan que el juez debe ser 
una persona «identificada e identificable» y «preexistir como juez» son ele-
mentos mecánicos que pueden ser más fáciles de percibir. Esto es así porque 
la identidad del juez debe ser conocida por el justiciable, tarea que, a veces, 
no se cumple en atención a que la identidad de los relatores que redactan 
las decisiones en el Tribunal Supremo de Justicia permanece en el anoni-
mato. No es posible entender cómo en el Tribunal Supremo de Justicia no se 
anuncia públicamente la identidad del relator a quien se le ha asignado deter-
minado caso. Al mantenerse en reserva tan importante cuestión, lógicamente 
no se cumple con este requisito del concepto del juez natural.

El quinto elemento, es decir, la idoneidad del juez se refiere a la capacidad 
que debe poseer para poder actuar. Para garantizar el ejercicio de la acti-
vidad de juzgar, se establece como requisito previo que el juzgador «sea un 
especialista en el área jurisdiccional donde vaya a obrar». En la práctica,  
y con sencillas palabras esto quiere decir que el juez debe ostentar el título 
de cuarto nivel, es decir, haber cursado y aprobado en una reconocida insti-
tución académica, cursos de postgrado que lo acrediten como especialista en 
el área. Como se observa, los fines que se persiguen con el requisito son lau-
dables. Sin embargo, y de acuerdo con la realidad, estos propósitos se quedan 
en la letra de la sentencia, porque no ha sido exigido a algunos de los que 
ocupan y ejercen hoy la más alta magistratura –los magistrados exprés, por 
ejemplo– en el Tribunal Supremo de Justicia, lo que, además de violentar el 
cumplimiento de un requisito, entraña infracción del espíritu Constitucional 
(artículo 257). De esa manera se puso de lado lo que seguramente tuvo otra 
significación para el legislador. Cuando este exigió estudios de postgrado, 
lo hizo para que quedara plasmada en la ley, al igual que en otros tiempos y 
en otras latitudes, una enriquecedora exigencia que sin duda tenía como fin 
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mostrar que el ejercicio del poder judicial era llevado a cabo por personas de 
alta calificación profesional. «La piedra angular que sostiene el arbitrio del 
poder judicial es la autoridad de los doctores: la diversidad de sus doctrinas 
da un velo al magistrado con que cubrir sus opresiones»31.

El requisito de la competencia por la materia, como elemento integrante de 
la noción de juez natural, fue objeto de crítica por parte de uno de los magis-
trados, quien ejerciendo su derecho dejó constancia de su voto salvado: «el 
derecho al juez natural es un concepto próximo al del juez competente, pero 
no se confunde con este. Así, mientras el derecho al juez natural se encuentra 
disciplinado en el numeral 4 del artículo 49 de la Constitución de la Repú-
blica, el derecho al juez competente está previsto en el numeral 3 de la citada 
disposición. La nota esencial del primero es la circunstancia de hallarse pre-
constituido por ley, mientras la del segundo es su aptitud (ratione materiae, 
loci, per gradum, conditio peronarum, etc.) para juzgar sobre la causa in 
concreto»32. De esto se desprende que esta última posición es acertada en lo 
que atañe a la competencia improrrogable, mas no así en relación con la pro-
rrogable. Así, si el juez es incompetente por el territorio y la parte no alega 
dicha circunstancia, entonces el juez que así decide no viola el principio del 
juez natural; distinta es la situación si el juez es incompetente por la materia.

Como señalé antes, la utilización de la acusación por supuesta «traición a la 
patria» a civiles es la expresión más clara de la violación del derecho a ser juz-
gado por el juez natural. Así ocurrió en el caso de Santiago Guevara, profesor 
de la Universidad de Carabobo33.

31	 Filangieri, Cayetano: «Reflexiones políticas sobre la ley de Fernando iv, rey de las 
dos Sicilias, que tiene por objeto la reforma de la administración de la justicia». En: 
Ciencia de la legislación. s/e, Madrid, 1983, p. 242.

32	 Vid. voto salvado del magistrado Moisés Troconis.
33	 Vid. http://www.el-nacional.com/noticias/sucesos/imputan-profesor-universidad-ca

rabobo-por-traicion-patria_82531.



4.2. Principios consagrados en el Código Orgánico 
Procesal Penal
Las garantías del proceso penal deben leerse a partir del artículo 1 del Código 
Orgánico Procesal Penal, el cual establece lo siguiente:

Nadie podrá ser condenado sin un juicio previo, oral y público, realizado 
sin dilaciones indebidas, sin formalismos ni reposiciones inútiles, ante un 
juez o jueza, o tribunal imparcial, conforme a las disposiciones de este 
Código y con salvaguarda de todos los derechos y garantías del debido 
proceso, consagrados en la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, las leyes, los tratados, convenios y acuerdos internacionales 
suscritos y ratificados por la República.

La norma copiada repite los principios recogidos en los artículos 26, 49 y 
257 de la Constitución. En efecto, son mandatos constitucionales el deber de 
dictar decisiones con prontitud por un juez imparcial y sin dilaciones inde-
bidas. Sin embargo, estos principios quedan como letra muerta a la luz del 
sistema que impera en Venezuela de sumisión del Poder Judicial al Gobierno 
y a los intereses del PSUV. Como referencia especial se puede mencionar el 
caso de Leopoldo López por ser conocido por la opinión pública nacional e 
internacional y que pone en evidencia lo que vengo diciendo en este trabajo. 
Este caso ha sido sometido a largas esperas, al extremo de ser decidido por 
jueces abiertamente identificados con el chavismo-madurismo.

Por su parte, el artículo 4 del Código Orgánico Procesal Penal señala que los 
jueces «son autónomos e independientes de los órganos del Poder Público»; 
sin embargo, la experiencia venezolana nos ha enseñado que hay una contra-
dicción entre el texto constitucional y la realidad judicial. Esto se evidencia 
por el sometimiento del Poder Judicial a la voluntad política del Gobierno. 
Los venezolanos hemos visto cómo se dictan «decisiones» desde el poder  
político, como ocurrió en el caso de la jueza María Lourdes Afiuni.

El Código Orgánico Procesal Penal establece otros principios que, en verdad, 
son reflejo de los que consagra la Constitución. En este listado de principios 
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tenemos la autonomía e independencia de los jueces34, la autoridad del juez35, 
obligación de decidir36, presunción de inocencia37, afirmación de la libertad38, 
respeto a la dignidad humana39, titularidad de la acción penal40, de la verdad 
de los hechos41, la oralidad42, publicidad43, inmediación44, concentración45, 
non bis in idem46.

34	 «Artículo 4.- En el ejercicio de sus funciones los jueces y juezas son autónomos e 
independientes de los órganos del Poder Público y solo deben obediencia a la ley, al 
Derecho y a la justicia. En caso de interferencia en el ejercicio de sus funciones los 
jueces y juezas deberán informar al Tribunal Supremo de Justicia sobre los hechos 
que afecten su independencia, a los fines de que la haga cesar».

35	 «Artículo 5.- Los jueces y juezas cumplirán y harán cumplir las sentencias y autos 
dictados en ejercicio de sus atribuciones legales…».

36	 «Artículo 6.- Los jueces y juezas no podrán abstenerse de decidir so pretexto de silen-
cio, contradicción, deficiencia, oscuridad o ambigüedad en los términos de las leyes, 
ni retardar indebidamente alguna decisión. Si lo hicieren, incurrirán en denegación 
de justicia».

37	 «Artículo 8.- Cualquiera a quien se le impute la comisión de un hecho punible tiene 
derecho a que se le presuma inocente y a que se le trate como tal, mientras no se 
establezca su culpabilidad mediante sentencia firme».

38	 «Artículo 9.- Las disposiciones de este Código que autorizan preventivamente la pri-
vación o restricción de la libertad o de otros derechos del imputado o imputada, o su 
ejercicio, tienen carácter excepcional, solo podrán ser interpretadas restrictivamente, 
y su aplicación debe ser proporcional a la pena o medida de seguridad que pueda 
ser impuesta…».

39	 «Artículo 10.- En el proceso penal toda persona debe ser tratada con el debido res-
peto a la dignidad inherente al ser humano, con protección de los derechos que de ella 
derivan, y podrá exigir a la autoridad que le requiera su comparecencia el derecho de 
estar acompañada de un abogado de su confianza…».

40	 «Artículo 11.- La acción penal corresponde al Estado a través del Ministerio Público, 
que está obligado a ejercerla, salvo las excepciones constitucionales y legales».

41	 «Artículo 13.- El proceso debe establecer la verdad de los hechos por las vías jurídi-
cas, y la justicia en la aplicación del Derecho, y a esta finalidad deberá atenerse el 
juez o jueza al adoptar su decisión».

42	 «Artículo 14.- El juicio será oral y solo se apreciarán las pruebas incorporadas en la 
audiencia, conforme a las disposiciones de este Código».

43	 «Artículo 15.- El juicio oral tendrá lugar en forma pública, salvo las excepciones de ley».
44	 «Artículo 16.- Los jueces o juezas que han de pronunciar la sentencia deben presen-

ciar, ininterrumpidamente, el debate y la incorporación de las pruebas de las cuales 
obtienen su convencimiento».



Todos los principios señalados están interconectados unos con otros, puesto 
que se refieren a los principios constitucionales a que se contrae el macro 
principio de la tutela judicial efectiva. Sin embargo, estos principios se han 
vaciado de contenido por la falta de separación de poderes y por la manera 
despótica cómo se está ejerciendo el poder político por parte del Gobierno 
chavista. En efecto, es difícil pensar que en Venezuela los jueces sean inde-
pendientes. Como dije antes, en un sistema donde desde un programa televi
sivo del presidente de la República dicta órdenes judiciales –caso: jueza 
Afiuni, por ejemplo–, no puede admitirse que exista independencia judicial. 
Esto está conectado con la autoridad del juez a que se refiere el artículo 5 del 
Código Orgánico Procesal Penal, lo que queda reducida a las facultades de 
que dispone el juez penal –y demás jueces– para imponer el respeto en su 
sede e ejecutar sus decisiones47.

En lo que atañe a la obligación de decidir, se trata de la prohibición de la fór-
mula de los jueces medievales que emitían un pronunciamiento de non liquet, 
cuando alegaban no tener claro el asunto. El juez está obligado a decidir; y en 
caso de tener dudas, y sobre la base de la regla in dubio pro reo, debe decidir 
a favor del imputado.

La presunción de inocencia alude a la necesidad de basar la privación de li-
bertad en pruebas obtenidas legalmente. Por eso, el principio siguiente se-
ñalado en el Código Orgánico Procesal Penal es el de la «afirmación de la 
libertad», puesto que la privación de esta solo puede operar en situaciones ex-
cepcionales y, por eso, este principio está ligado al principio de la presunción 
de inocencia. Por consiguiente, los jueces, dependiendo de la imputación 
fiscal, deben privilegiar en lo posible la aplicación de medidas sustitutivas.

45	 «Artículo 17.- Iniciado el debate, éste debe concluir sin interrupciones en el menor 
número de días consecutivos posibles».

46	 «Artículo 20.- Nadie debe ser perseguido o perseguida penalmente más de una vez 
por el mismo hecho…».

47	 Esta norma puede leerse con el artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
que faculta a los jueces de «valerse de todos los medios legales coercitivos de que 
dispongan».
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El «respeto a la dignidad humana», por su parte, deriva del mandato consti-
tucional señalado en el artículo 46 que reza: «Toda persona tiene derecho a 
que se respete su integridad física, psíquica y moral». Por eso, la Constitu-
ción prohíbe las torturas y tratos crueles, al tiempo que ordena que los pri-
vados de libertad deben ser tratados «con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano» (artículo 46.2).

Mención especial merece la titularidad de la acción penal que aparece de-
finida en el artículo 11 del Código Orgánico Procesal Penal y en el artículo 
285.4 de la Constitución, que señala entre las atribuciones del Ministerio 
Público: «Ejercer en nombre del Estado la acción penal en los casos en que 
para intentarla o proseguirla no fuere necesaria instancia de parte, salvo las 
excepciones establecidas en la ley». Esto adquiera relevancia porque en los 
actuales momentos esta titularidad que corresponde a la Fiscalía la está arre-
batando la Procuraduría General de la República48, cuando pretende parti-
cipar en juicios penales, cuando no es competente para ello. Lo mismo ocurre 
con los venezolanos aprehendidos por los órganos de seguridad del Estado, 
como el Sebin, que los presentan a los tribunales sin una imputación previa 
por parte de la Fiscalía, tal como lo ha explicado con claridad Vásquez49. 
Los órganos de seguridad del Estado están usurpando funciones que corres-
ponden al Ministerio Público y, con ello, violan la Constitución y el Código 

48	 Vid. «Fiscalía rechaza que Procuraduría participe en los juicios penales», en: El Uni-
versal, del 14-09-16, http://www.eluniversal.com/noticias/politica/fiscalia-rechaza-
que-procuraduria-participe-los-juicios-penales_544567.

49	 Vásquez, Magaly: «A propósito de las detenciones sin imputación fiscal y las in-
vestigaciones ‘policiales’», en: http://quintodia.net/a-proposito-de-las-detenciones-
sin-imputacion-fiscal-y-las-investigaciones-policiales/. Afirma la profesora Vásquez 
lo siguiente: «La conclusión no puede ser otra: órganos de policía y jueces están 
usurpando funciones que constitucional y legalmente corresponden al Ministerio 
Público, al realizar investigaciones sin la intervención de éste o decretar medidas 
cautelares –privativas o no– de libertad, sin que un fiscal haya imputado a un ciu-
dadano la presunta comisión de un delito y, precisamente por ello, hubiere solicitado 
su libertad sin restricciones. Corresponde a los órganos judiciales llamados a conocer 
de los recursos o solicitudes de nulidad propuestos, poner fin a tales desafueros, so 
riesgo de convertirse en cómplices de una actuación que, por violatoria de derechos 
humanos, compromete la responsabilidad del Estado venezolano».



Orgánico Procesal Penal puesto que la titularidad de la acción penal corres-
ponde al Ministerio Público.

Como se evidencia de lo señalado anteriormente, los principios del proceso 
penal recogidos tanto en la Constitución como en el Código Orgánico Pro-
cesal Penal han sido vaciados de contenido por la conducta de jueces, así 
como de la Procuraduría General de la República, al participar indebida-
mente en procesos penales que involucran a políticos que se oponen al Go-
bierno revolucionario. Lo mismo ocurre con los órganos de seguridad del 
Estado que igualmente adquieren un rol que no les compete en los juicios 
penales. La independencia de los jueces y magistrados no existe en la Vene-
zuela del chavismo. Tenemos una contradicción entre el Texto constitucional 
y la conducta del Poder Judicial, lo que ha convertido los principios constitu-
cionales en letra muerta.

Conclusiones

Sobre la base de la exposición anterior, presento el compendio de conclu-
siones siguientes:

i. La Constitución venezolana se aparta del positivismo kelseniano y se in-
corpora en el esquema del iusnaturalismo. Así está señalado en su Exposi-
ción de Motivos: «la Constitución amplía conceptualmente la protección de 
los derechos humanos con una marcada influencia iusnaturalista». Se trata 
de dejar de lado aquello que los constituyentes denominaron «la idea de 
Derecho dominante ya deslegitimada». Esto ha permitido una libertad in-
terpretativa que aleja al intérprete de la norma jurídica, para privilegiar la 
hermenéutica que favorezca al proyecto político de la revolución. Por encima 
del iusnaturalismo se ha impuesto la visión marxista –política parcializada– 
a la hora de interpretar la Constitución y demás leyes de la República.

ii. La interpretación marxista del Derecho expuesta por Delgado Ocando 
justifica, incluso, el uso de la violencia política, si así lo exige la «revolu-
ción». Esto quedó evidenciado con las sentencias de la Sala Constitucional 
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signadas con los números 155, 156, 157 y 158 del año 2017. Las mismas son 
expresión de dicha violencia política.

iii. Los principios del proceso penal recogidos tanto en la Constitución, como 
en el Código Orgánico Procesal Penal han sido vaciados de contenido por la 
conducta de jueces y de la Procuraduría General de la República al participar 
en procesos penales que involucran a políticos que se oponen al Gobierno y 
a los órganos de seguridad del Estado. La figura del juez independiente no 
existe en Venezuela, lo que es una acusación al sistema penal venezolano que 
se ha usado para perseguir a opositores con arrastre popular. Los principios 
consagrados en la Constitución y en el Código Orgánico Procesal Penal son 
letra muerta en la «revolución bolivariana».

iv. Todos los principios reseñados en este trabajo están interconectados unos 
con otros, puesto que se refieren a los principios constitucionales que tam-
bién consagra el Código Orgánico Procesal Penal. Sin embargo, estos se han 
vaciado de contenido por la falta de separación de poderes y por la sumisión 
del Poder Judicial al Gobierno. En efecto, es difícil pensar que en Venezuela 
los jueces sean independientes, lo que queda demostrado cuando, desde un 
programa televisivo, el presidente de la República dicta órdenes judiciales, 
como en el caso de la jueza Afiuni.

v. El principio nullum crimen nulla poena sine lege contenido en el artículo 
49.6 de la Constitución, implica una norma de clausura en materia de interpre-
tación del Derecho, que impide a los jueces penales crear tipos delictuales. El 
margen de interpretación está dirigido a la apreciación de los hechos. Por eso, 
el proceso de razonamiento de los jueces penales es básicamente inductivo. En 
este sentido, el proceso por el cual se condenó a Leopoldo López está basado en 
la creación de un tipo delictivo –el delito lingüístico–, porque se interpretó sus 
actos del habla para inducir la comisión de un delito, que no está previsto en la 
ley. Este es el camino para la creación de delitos políticos, es decir, figuras delic-
tivas creadas jurisprudencialmente para perseguir a opositores50.

50	 Lo mismo puede decirse de la figura del «desacato», que es una estratagema creada 
para anular políticamente a los opositores.



vi. La titularidad de la acción penal definida en el artículo 11 del Código Or-
gánico Procesal Penal y en el artículo 285.4 de la Constitución, que señala 
entre las atribuciones del Ministerio Público: «Ejercer en nombre del Estado 
la acción penal en los casos en que para intentarla o proseguirla no fuere ne-
cesaria instancia de parte, salvo las excepciones establecidas en la ley». Pese 
a la claridad de estas normas, en los actuales momentos esta titularidad la 
está usurpando la Procuraduría General de la República, cuando apela de de-
cisiones judiciales, o pretende promover pruebas, cuando no es competente 
para ello. Lo mismo ocurre con los venezolanos aprehendidos por los ór-
ganos de seguridad del Estado, como el Sebin, que los presentan a los tribu-
nales sin una imputación previa por parte de la Fiscalía. Esto implica usurpar 
las funciones que corresponden constitucionalmente al Ministerio Público.

* * *

Resumen: La revolución bolivariana ha traído consigo una 
nueva manera de interpretar el Derecho. En efecto, el Derecho 
debe estar al servicio del proyecto revolucionario y ahora es un 
instrumento para privilegiar el denominado «plan de la patria» 
y el sometimiento de la oposición. Esto implica la desaparición 
de la figura del juez independiente e imparcial, al tiempo que 
ha significado la creación de tipos penales inexistentes, como el 
delito lingüístico aplicado a Leopoldo López. También ha traído 
como consecuencia que la titularidad de la acción penal ha sido 
arrebatada al Ministerio Público por la Procuraduría General 
de la República y el Sebin, que incluso se niega a liberar a per-
sonas con órdenes de excarcelación emanadas de los tribunales. 
A esto se añade, que la interpretación del Derecho al servicio 
de la perpetuación del chavismo-madurismo en el poder ha jus-
tificado sentencias como las distinguidas con los números 155, 
156, 157 y 158 del año 2017. En todas ellas se ha despojado de 
facultades a la Asamblea Nacional y han fulminado el Estado 
de Derecho. Palabras clave: Derecho, principios, acción.
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